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RESUMEN

El presente artículo busca evi-
denciar cómo la pandemia del SARS-
CoV-2 ha generado un escenario de 

volatilidad, incertidumbre, ambigüedad, 
y complejidad (VUCA, por sus siglas en 
inglés), y realiza un análisis de las líneas 
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básicas del comportamiento del Esta-
do ecuatoriano usando la necropolítica 
como herramienta explicativa de una 
falla en la política pública. Se sostiene 
metodológicamente que la institucio-
nalidad ecuatoriana se enfrente, en un 
escenario de postpandemia a tres de-
safíos en el marco de la defensa de la 
estabilidad de los lazos sociales y del Im-
perio de la Ley: uno teórico normativo, 
centrado en la operación de la actividad 
legal en un marco de profunda descon-
fianza ciudadana; uno estructural, pen-
sado en la operación de la Constitución 

en manos de jueces y tribunales; y, uno 
en función de la operación de las polí-
ticas públicas. Se propone repensar el 
concepto de “constitución económica”, 
centrándose en garantías de protección 
social, y la necesidad de la construcción 
de una didáctica del poder, en forma de 
comunicación política. Se concluye que, 
de no tomar medidas correctivas, surge 
el riesgo de un peligroso escenario de 
“necropolítica”, y de precarización de la 
acción de las instituciones del estado; 
y, consecuentemente, de un probable 
daño a las libertades ciudadanas.

ABSTRACT

This text seeks to demonstrate 
how the SARS-CoV-2 pandemic has gen-
erated a scenario of volatility, uncertain-
ty, ambiguity, and complexity (VUCA), 
and an analysis of the basic lines of be-
havior of the Ecuadorian State using 
necropolitics as an explanatory tool of a 
failure in public policy. It is methodolog-
ically argued that Ecuadorian institutions 
face three challenges in a post-pandem-
ic scenario in the framework of the de-
fense of the stability of social ties and 
the rule of law: a normative theoretical 
one, focused on the operation of legal 
activity in a framework of deep citizen 

distrust, a structural one, thought in 
the operation of the Constitution in the 
hands of judges and courts, and one in 
terms of the operation of public policies. 
It is proposed to rethink the concept of 
“economic constitution”, focusing on 
guarantees of social protection, and the 
need for the construction of a didactics 
of power, in the form of political commu-
nication. It is concluded that, if corrective 
measures are not taken, the risk of a dan-
gerous scenario of “necropolitics” arises, 
and of the precarization of the action of 
state institutions, and consequently, of a 
probable damage to citizens’ freedoms.
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INTRODUCCIÓN

Después de tres años del inicio 
de la pandemia del SARS-CoV-2, las cir-
cunstancias legales y políticas relacio-
nadas a la ejecución de los derechos 
en este nuevo marco, han cambiado 
totalmente, pero al mismo tiempo han 
mantenido —al menos en los países la-
tinoamericanos— ciertas características 
básicas (Drezner, 2020). A pesar de que 
esto suena como un oxímoron, demues-
tra que el conflicto entre inmovilismo y 
progreso todavía se mantiene, lo cual se 
ha profundizado como consecuencia de 
las restricciones autoimpuestas en cada 
uno de los países ante la emergencia sa-
nitaria, producto de una crisis altamen-
te disruptiva (en cuanto planes, rutinas, 
expectativas, creencias y valores) que 
ha creado una gran incertidumbre en el 
modelo social en su conjunto (Woods, 
2020, pág. 807). 

Esta alta movilidad en las deci-
siones y tensiones entre derechos tiene 
un elemento importante de contexto: 
a pesar de las amplias medidas de sa-
lud pública hechas alrededor del orbe, 
no se ha podido contener el avance del 
virus, y es muy probable que gran par-
te de la humanidad se contagie en un 
mediano plazo sin perjuicio de que la 
situación actual sea el leitmotiv de gran 
parte de los acontecimientos mundiales 
futuros y debates fundamentales sobre 

a) los compromisos de las personas con 
nuevos bienes públicos mundiales; b) la 
responsabilidad moral hacia los demás, y 
el  valor de la integración liberal del mer-
cado (McNamara & Newman, 2020). Esto 
se manifiesta en el nivel de gestión de 
normas que buscan regular “las siguien-
tes pandemias” y la gestión de “la nueva 
normalidad” en relación de los derechos 
constitucionales; y, c) sus límites en el 
marco de un sistema de Derecho Inter-
nacional de los derechos Humanos que 
no estaba diseñado para un escenario de 
emergencia global (Jovičić, 2021).

En este contexto los sistemas 
constitucionales se encuentran en una 
situación de estrés. Incluso las demo-
cracias más avanzadas adoptaron am-
plias y estrictas medidas de emergencia 
(restrictivas de derechos per se) para 
evitar la propagación de la pandemia 
de COVID-19, cuyas implicaciones para 
sostener y mejorar la situación de salud 
pública han sido discutidas de forma ge-
neralizada (Steuer, 2020, pág. 132). Esto 
cruza además con un nuevo fenómeno: 
crecientes noticias falsas, teorías de la 
conspiración, y pseudociencia que so-
cavan las actuaciones de los Estados en 
materia de salud pública y limitan las po-
sibilidades de una ejecución de acciones 
transversales a toda la población exten-
diendo la posibilidad de afectación del 
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COVID en nuestras poblaciones (Dou-
glas, 2021).

Con esos antecedentes, y pesar 
de los amplios esfuerzos de los Estados 
en materia de salud pública, los ciuda-
danos ven al sistema constitucional no 
efectivo e incapaz de poder asumir de 
manera coherente una respuesta frente 
a la situación de emergencia y, en con-
secuencia, tener sistemas regulatorios 
fallidos incapaces de asumir contextos 
sociales complejos (Jones & Hameiri, 
2021). Esto se traslada al sistema demo-
crático en su conjunto. De acuerdo a los 
últimos indicadores, menos ciudadanos 
latinoamericanos (49 %) apoyan a la de-
mocracia desde que se prefieren siste-
mas más autocráticos que democráticos 
(Corporación Latinobarómetro, 2021).  
Este hecho más allá de lo que se pudiera 
pensar con una dinámica puramente re-
gional, es un escenario global: durante el 
último año hemos asistido al ascenso de 
grupos extremistas en todo el arco po-
lítico tanto en Europa como en Estados 
Unidos (Hotez, 2020), la existencia de 
movimientos separatistas en democra-
cias que se creían ya constituidas (Grant 
& Smith, 2021), y el intervencionismo 
basado en rivalidad sistémica, así como 
un creciente impulso hacia la regionali-
zación (Barthe-Dejean, 2021).

Todas estas dinámicas pueden re-
sumirse en dos grandes paraguas temá-
ticos: a) las grandes masas ciudadanas 

están reclamando una serie de liberta-
des que rompen la dinámica tradicional 
de control por parte de los Estados y 
del sistema constitucional (Goetz & Sin-
dbjerg Martinsen, 2021); y, b) existe una 
presión hacia la estructura institucional 
respecto a una serie de servicios (espe-
cialmente relacionados a salud pública y 
lo que se conoce como “Estado Social”), 
que pueda resistir a las emergencias y 
asegure a la mayor cantidad de ciuda-
danos un mínimo de recursos capaces 
de poder sostener una vida digna (Báez 
Urbina, 2021). Todo esto cruza a la diná-
mica “Estado vs Mercado”, que ahora se 
potencia con la deslocalización de los 
capitales internacionales mediante el 
uso de criptomonedas y activos digitales 
y el concepto del “Gran Reseteo”: la era 
inminente de una sociedad redefinida 
por la inteligencia artificial, nanotecnolo-
gía, biotecnología y computación cuán-
tica, por nombrar algunas tecnologías 
clave (World Economic Forum, 2021).

Todas estas dinámicas no han te-
nido una respuesta adecuada por parte 
del sistema internacional. De hecho, el 
sistema de tratados internacionales no 
ha logrado volverse un baluarte frente 
a las necesidades combinadas y comu-
nes de los Estados al punto de ser con-
siderado “éticamente débil” (Quintana & 
Uriburu, 2020, pág. 691), sino que se ha 
generado una suerte de insularismo y lo-
calismo en temas tan necesarios como la 
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provisión de vacunas, el acceso a reacti-
vos para pruebas médicas, y competen-
cias sobre maquinaria de salud (Yaqing, 
2021, pág. 13). Además, en el marco de 
estos escenarios de posverdad y desin-
formación las instituciones internacio-
nales han visto minada su credibilidad y 
han sido ubicadas como parte de oscu-
ras dinámicas elitarias. 

Esto tiene un reflejo a nivel del 
Estado ecuatoriano: en el año 2020 
Ecuador tuvo el exceso de muertes más 
amplio respecto al COVID en el plane-
ta (por encima del 50 % de la mortali-
dad anual esperada) (Karlinsky & Kobak, 
2021), y después tuvo uno de los índices 
de vacunación más amplios del mundo 
(Toulkeridis, Ortiz-Prado, Chunga-Mo-
ran, Heredia-R, & Debut, 2022). Esto, 
desgraciadamente, no pudo reflejarse 
en el esquema económico y la vida de 
sus habitantes. Los índices de desem-
pleo han aumentado, la confianza en 
las instituciones se ha reducido, ha au-
mentado la percepción de inseguridad 
y a nivel personal los ciudadanos ecua-
torianos se enfrentan a una crisis de sa-
lud mental y emocional sin precedentes 
(García et al., 2020). 

Frente a esta falta respecto al 
futuro, el Derecho, como sistema de 
regulación planificado exprofeso para 
organizar números masivos de perso-
nas (Shapiro, 2014), está encontrando 
sus límites frente a una situación que de 

hecho rompe todas las dinámicas fun-
cionales existentes en las interrelaciones 
humanas (Forman & Kohler, 2021). Ade-
más, considerando que el ordenamien-
to jurídico es el mejor producto que el 
Estado ha construido en términos de 
sistema de organización, el aumento de 
regulaciones de salud puede llevar una 
situación en la cual los acuerdos sociales 
se fracturen y sistemas de organización 
social autocráticos y discriminantes (que 
ya se encontraban presentes antes del 
primer brote) se profundicen (Barbeito 
Iglesias & Iglesias Alonso, 2021). Este es 
probablemente uno de los retos más im-
portantes que va a tener el modelo ac-
tual de democracia en el siglo XXI. 

Con todos estos antecedentes el 
presente artículo busca analizar el es-
tado actual del sistema constitucional 
ecuatoriano para enfrentarse al fenó-
meno de un mundo volátil, complejo, 
ambiguo e incierto (VUCA); elemento 
que está empezando a ser analizado en 
otras Ciencias como el entorno y con-
texto operativo en el cual la gestión de 
varias de las actividades humanas va a 
tener que relacionarse en la actualidad 
y el largo plazo (Seow, 2019; Škerlavaj, 
2022; Frigotto, Young, & Pinheiro, 2021). 
Se propone que el actual esquema cons-
titucional está actuando reactivamente 
frente a las necesidades pandémicas y 
es incapaz de proponer posibilidades 
de actuación para un futuro de mediano 
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plazo. Esta reactividad generará a media-
no plazo un fenómeno de “vaciamiento 
constitucional”: una petrificación masiva 
a nivel normativo que puede volver a las 
constituciones (especialmente aquellas 
que tienen una parte dogmática exten-
dida como la ecuatoriana) incapaces de 
poder ser aplicadas en un escenario de 
necesidades y cambio constante. 

En este sentido se propondrán 
ciertas dinámicas dentro del actual es-
quema constitucional ecuatoriano que 
pueden ayudar a reducir el riesgo de va-
ciamiento, que se encuentran vigentes 
y pueden ser utilizadas en un marco de 
gestión transversal de los derechos idó-
neo para los operadores públicos, quie-
nes en el fondo son las autoridades en-
cargadas de la puesta en vigencia de la 
estructura necesaria para el ejercicio de 
los derechos constitucionales (Nikken, 
2010). 

Para explicar de mejor manera 
este fenómeno y propuesta, el artículo 

se dividirá en las siguientes secciones. 
En primer lugar, se tratará de explicar 
los conceptos de “emergencia perma-
nente” y “mundo volátil”, en el marco 
del derecho constitucional, explicando 
como la situación actual y su contexto 
histórico afecta la estructura y arquitec-
tura de las cartas magnas centradas en 
el caso ecuatoriano. Adicionalmente, se 
señala cuál ha sido la respuesta desde 
la Corte Constitucional ecuatoriana que, 
como responsable directa de la aplica-
ción del artículo 429 de la Constitución, 
ha generado un panorama constitucio-
nal respecto a la pandemia que por su 
carácter de jurisprudencia vinculante 
es de tipo obligatorio para situaciones 
futuras. Finalmente, se propondrán tres 
herramientas para eliminar el nivel de 
incertidumbre y aumentar el ejercicio de 
los derechos constitucionales: planes es-
tables a largo plazo, políticas públicas y 
la vigencia efectiva de los derechos a la 
comunicación e información.

EMERGENCIA PERMANENTE Y MUNDO VOLÁTIL, 
COMO CATEGORÍAS EN EL DERECHO

Uno de los primeros elementos 
que se enseña en las facultades de de-
recho es el concepto de fuentes mate-
riales: aquellas circunstancias relativas a 
la sociedad y el poder que sirven como 
base para la creación de elementos 

dentro del sistema jurídico. Esto ha sido 
analizado ya desde varios elementos de 
la jurisprudencia tanto constitucional 
como interamericana, que proponen 
que el contexto en el cual se desarrolla 
una situación jurídica debe ser tenido en 
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cuenta para su interpretación y resolu-
ción.

En el caso actual en medio de una 
dinámica económica signada por el ca-
pitalismo tardío, y a nivel económico por 
la existencia del Antropoceno, ¿cuál sería 
el contexto en el cual se desarrollan las 
normas jurídicas? esto es importante, ya 
que se ha previsto inicialmente y como 
base de todo el constructor de la teoría 
normativa, la hipótesis deontológica: se 
proponen normas para un deber ser y no 
para la sociedad tal y como se encuen-
tra. Por ello, es vital el entendimiento del 
contexto que modula y organiza el apa-
rato normativo para que pueda ser apli-
cado de la manera más cercana y ade-
cuada a los destinatarios de la norma.

Con estos antecedentes, esta sec-
ción busca explicar el contexto en el cual 
se desarrollan las normas en el siglo XXI: 
un mundo de emergencia permanente, 
volátil, ambiguo, complejo, e incierto. En 
este apartado, se buscará explicar cómo 
estas categorías afectan al desarrollo del 
derecho moderno y cómo este nuevo 
concepto puede explicar algunos de 
los retos que tiene el derecho constitu-
cional y el derecho internacional de los 
derechos humanos para asegurar la de-
fensa de la dignidad humana en tiempos 
modernos.

 Emergencia permanente
Debe tenerse en cuenta que la 

emergencia relacionada al SARS-CoV-2, 
solo es parte de un entramado de crisis 
existentes desde antes de marzo 2020, 
las cuales se precipitaron en un conjun-
to de circunstancias límite: una de tipo 
ecológico relacionada con el aumento 
de incidentes relacionados al cambio 
climático, una económica como conse-
cuencia de las medidas de restricción y 
la afectación a la cadena de suministros 
mundial, y una de tipo social relacionada 
con las inequidades relativas a la destruc-
ción de empleos y de los mecanismos de 
producción en todo el mundo (Goffman, 
2020, pp. 135-136). En este sentido, una 
de las respuestas más comunes dentro 
de todos los sistemas jurídicos alrededor 
del mundo ha sido la implantación de 
“Estados de emergencia” (o de excep-
ción o desastre), que busca la limitación 
de derechos para precautelar la dignidad 
humana en caso de que surjan circuns-
tancias que no puedan ser solucionadas 
con los mecanismos legales tradiciona-
les (Gallo & Gaviria, 2015).

El problema surge cuando estas 
normas que son de naturaleza excepcio-
nal y que deben estar limitadas de ma-
nera taxativa en el tiempo y en el espa-
cio, se extienden sin que los gobiernos 
puedan dar garantías constitucionales 
o normativas de que puedan terminar-
se en algún momento. Algunos autores 
hablan de una “normalización coercitiva”, 
en función de que la limitación de dere-
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chos constantes se ve determinada por 
las circunstancias particulares existentes 
(Chen, 2020). Otros autores, refiriéndose 
al caso chileno (paradigmático por su 
variedad de medidas especiales como 
controles de identidades por zona, to-
ques de queda y sanciones administra-
tivas) plantean la idea de la “normali-
zación de la excepción” que puede ser 
utilizada como un mecanismo no solo 
de protección de salud pública, sino 
para limitar otras actividades, como por 
ejemplo el derecho a la protesta (Inter-
national Commission of Jurists, 2021). En 
países como Turquía y Hungría, donde el 
sistema democrático ya tenía dudas de 
origen, esta normalización de la excep-
cionalidad se transforma en un autorita-
rismo más profundo. Inclusive en China, 
se habla ya de una “dictadura digital” en 
la que se combinan poderes autoritarios 
y el uso extensivo de metadata para el 
seguimiento ciudadano (Andjelic, 2022).

En este sentido los Estados de 
emergencia lejos de proteger derechos 
humanos, pueden ser utilizados a tra-
vés de su extensión ad infinitum (o de 
la generación de normas coercitivas de 
carácter general) en escenarios donde 
se normalicen poderes excepcionales y 
se recalibren de manera permanente los 
derechos humanos de forma negativa 
(Lewkowicz, Woźniak, & Wrzesiński, 2022).  
Martin Scheinen se refiere a esta idea de 
manejar las crisis “a través de facultades y 

procedimientos normalmente aplicables 
e insistiendo en el pleno cumplimiento 
de derechos humanos, incluso introdu-
ciendo nuevas restricciones necesarias y 
proporcionadas a derechos humanos so-
bre la base de una necesidad social apre-
miante” como “principio de normalidad” 
(Scheinin & Molbæk-Steensig, 2021). 

 Mundo volátil
El actual escenario no ha dejado 

ningún aspecto de la vida a nivel global 
o nacional sin daños. Ha complicado 
situaciones de por sí tan complicadas 
como la movilidad humana, la búsqueda 
de asilo, el control de derechos labora-
les, y ha dificultado la evacuación en de-
sastres como terremotos, inundaciones, 
o huracanes (Mack & Khare, 2016, pp. 
6-7). Este nuevo escenario en el cual las 
amenazas se combinan de forma inter-
seccional, genera un nuevo reto para el 
derecho con la finalidad de analizar a las 
personas dentro de su escenario parti-
cular de violación de derechos y generar 
medidas efectivas de reparación.

Toda garantía constitucional 
debe tenerse en cuenta en el marco de 
la transversalidad e interrelación en el 
goce de los derechos establecidos en la 
Constitución y los Instrumentos Interna-
cionales. En ese sentido, la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos (Corte 
IDH) ha establecido que en una decisión 
que tenga en cuenta derechos corres-
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ponde tener en consideración la inter-
dependencia de los derechos analizados 
y la vinculación que presenta el goce de 
los mismos en las circunstancias del caso 
(Corte IDH, 2020, párr. 247). Entonces, 
toda decisión en materia de los proce-
sos relatados en este manual debe en-
tenderse como que todos los derechos 
deben ser comprendidos de forma inter-
seccional, teniendo en cuenta los distin-
tos factores de vulnerabilidad o fuentes 
de discriminación asociados al estatuto 
personal de las personas afectadas en 
una situación particular (Corte IDH, 2018, 
párr. 276); y, que pueden darse múltiples 
factores de vulnerabilidad y riesgo de 
discriminación (Corte IDH, 2015). 

Finalmente hay que tener en 
cuenta los riesgos respeto a la seguri-
dad jurídica en este escenario, a partir 
de la entrada de nuevas dinámicas, tales 
como los activos económicos digitales, la 
posible eliminación masiva de empleos, 
o generación de economías no basadas 
en sistemas económicos tradicionales 
(Arat & Waring, 2021). Esto tiene un ries-
go importante en el marco de una petri-
ficación normativa masiva, considerando 
que la realidad no va a poder ser cubierta 
por el derecho de tal forma que las nor-
mas jurídicas de carácter positivo no van 
a ser capaces de regular la realidad social, 
permitiendo la generación de espacios 
de impunidad (Wojcik Radkowska, 2021). 
Esto se potencia con la idea de ambigüe-

dad: la distorsión de la realidad mediante 
el aparataje comunicacional que va a ser 
analizado en la siguiente sección.

 Mundo ambiguo
Nuestros sistemas jurídicos alre-

dedor del mundo están siendo objeto de 
la presión de nuestro aparato comunica-
cional. Hace apenas una década, Manuel 
Castells afirmaba en su libro “redes de 
indignación y esperanza” la idea de que 
la ciudadanía iba a aumentar su calidad y 
su capacidad de intrusión positiva en los 
asuntos públicos, gracias al uso de la tec-
nología (Parga, 2013). Diez años después, 
el asunto ha demostrado ser muchísimo 
menos vigente: el uso de la tecnología 
de información y comunicación por par-
te de grandes masas humanas ha vuelto 
el debate respecto al valor de la verdad 
más complicado y el ejercicio de los de-
rechos está sujeto a un intenso control 
y crítica por parte de la ciudadanía. Esta 
instrumentalización de la tecnología ha 
permitido que los gobiernos utilicen 
estas redes para su extensión y manipu-
lación de la opinión pública a través del 
mensaje (Ayala & Sáez, 2019). 

En este sentido, los derechos a 
la información y libertad de expresión 
se han visto en el centro de una amplia 
discusión promocionada desde (depen-
diendo de los países) el Gobierno o la 
ciudadanía, esto en la medida que tiene 
que aumentarse la regulación especial-
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mente de las actividades de moderación 
dentro de las plataformas de internet 
(Lassalle, 2019). Independientemente de 
los resultados en cada uno de los Estados 
el paradigma internacional es abierto a la 
libertad de expresión, pero ya desde los 
organismos internacionales (Relator Es-
pecial de Naciones Unidas, 2011) existen 
pronunciamientos sobre la necesidad 
de establecer nuevas regulaciones de 
carácter internacional para normar las 
interacciones en los posibles espacios 
digitales (ONU, 2012). 

Esto puede generar un doble 
rasero legal: ¿hasta qué punto la opera-
ción política de los Estados se encuentra 
limitada por la libertad de expresión?; y, 
¿cuáles son los límites de la gestión del 
Gobierno dentro de plataformas que 
obedecen a grandes corporaciones pri-
vadas que están fuera de su jurisdicción? 
A pesar de que dentro de la jurispruden-
cia internacional y ecuatoriana ya se hace 
una mención sobre el comportamiento 
de los ciudadanos y del Estado dentro de 
las redes sociales, para los países que se 
encuentran en el sur global les es difícil 
empezar a actuar en función de una ma-
yor regulación por parte de los organis-
mos transnacionales. Este es uno de los 
muchos problemas irresolubles que no 
tiene una respuesta sin efectos colatera-
les, cosa que se propone en el siguiente 
apartado.

Mundo complejo
A nivel de ejercicio de los dere-

chos fundamentales, surge el concepto 
de “problema maldito” (Velástegui, 2017), 
el cual se refiere a los conflictos existen-
tes dentro de situaciones en donde la 
resolución de la comunicación social o 
del conflicto social existente no va a ser 
ciento por ciento satisfactoria para todas 
las partes involucradas. Esto implica que 
siempre sucederá un “efecto colateral”: 
la imposibilidad de la resolución de una 
situación con la máxima eficiencia y por 
consiguiente una de las partes involucra-
das va a continuar con una violación de 
derechos. La complejidad previamente 
mencionada, constituye un elemento 
básico de toda decisión de política pú-
blica y actualmente ese es el escenario 
en el cual la gran mayoría de los Estados 
tiene que lidiar para poder ejecutar ac-
ciones en busca del respeto de las pre-
rrogativas básicas de los ciudadanos (Ni-
kken, 2010). 

Por ejemplo, las complicaciones 
relativas a la posibilidad de una vacuna-
ción completa y obligatoria para toda 
la población: en primer lugar, indepen-
dientemente de las posibilidades y los 
recursos de los Estados, ninguno ha lo-
grado conseguir una cobertura del cien-
to por ciento de vacunación para todos 
sus ciudadanos (Tatar, 2021); en segundo 
lugar, como consecuencia de las cam-
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pañas de desinformación y de pseudo-
ciencia, existe un potente movimiento 
antivacunas alrededor del mundo, que 
hace imposible que se cumpla con el 
objetivo de poder brindar inoculaciones 
a toda la población (Mylan & Hardman, 
2021); en tercer lugar, los problemas re-
lativos a la cadena de suministros hacen 
imposible que todos los países tengan 
una disponibilidad absoluta de todas las 
vacunas, todo el tiempo (Bhaskar, 2020). 
Finalmente, las diferencias económicas y 
de acceso a recursos entre los diferentes 
países han provocado que gran parte de 
los medicamentos se concentren en paí-
ses desarrollados.

Como se puede apreciar frente a 
la existencia de “bienes comunes globa-
les”, surge un argumento real: cada Esta-
do actúa de manera interesada y egoísta, 
tratando de obtener la mayor cantidad 
de recursos para sus ciudadanos sin te-
ner en cuenta las propuestas de solida-
ridad y cooperación internacional que 
han sido base del orden internacional 
de posguerra (Velásquez, 2021). En este 
contexto, el derecho internacional se ve 
limitado por la incapacidad de los siste-
mas normativos domésticos para actuar 

en escenarios que no solamente tienen 
soluciones jurídicas sino también solu-
ciones fácticas. En este sentido, el deber 
de garantía de los Estados no solo debe 
actuar a través de la sola enunciación de 
normas sino también mediante la gene-
ración de recursos materiales y humanos 
para su ejecución. De ese concepto y sus 
consecuencias se explicará más adelan-
te.

 Mundo incierto
En resumen, el mundo en el cual 

vivimos está en medio de una situación 
llena de causa y turbulencia en el cual 
la imprevisibilidad se ha vuelto el orden 
y los ciudadanos se encuentran en un 
constante flujo de información y cambio 
existencial. Este escenario de equilibrio 
dinámico implica la gestión de estrate-
gias concretas para poder sobrevivir a 
los retos ofrecidos por estas cuatro ca-
racterísticas dominantes. En la siguiente 
sección se analizará cuál es la respuesta 
constitucional del Estado ecuatoriano a 
través de las sentencias ejecutadas du-
rante los múltiples Estados de excepción 
o situaciones relacionadas con la pande-
mia del SARS-CoV-2.
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RESPUESTA CONSTITUCIONAL ECUATORIANA:        
CAMBIO Y PERMANENCIA

La existencia de la Constitución 
de 2008 generó una preeminencia de la 
aplicación de las normas constituciona-
les de tipo dogmático en la vida cotidia-
na (Fernández, 2009), lo cual constituye 
una de las grandes conquistas del consti-
tucionalismo ecuatoriano de los últimos 
30 años. Sin embargo, es necesario tener 
en cuenta que en un escenario de pan-
demia y postpandemia las capacidades 
del Estado constitucional para poder es-
tablecer sin discriminación un paradig-
ma de derechos, se encuentran limitadas 
por la falta de recursos disponibles o el 
aumento del poder punitivo del Estado 
(Criollo Mayorga, 2021).

Lo último, es un argumento claro 
de real politik, y muestra que las capa-
cidades normativas de la Constitución 
tienen un obstáculo en las operaciones 
económicas que dan capacidad y re-
cursos del Estado para la ejecución de 
políticas públicas. Pero también surge 
otro elemento: la volatilidad política se 
ve manifestada en el Ecuador como una 
forma de gestión constitucional limita-
da a unos ciertos derechos que estén 
acordes al esquema político en el cual 
se están construyendo los proyectos que 
llegan a la presidencia de la República y, 
por tanto, “agregan o desagregan a las 
personas” (Douzinas, 2008, pág. 9), espe-

cialmente en el campo de los derechos 
sociales. 

En ese sentido, la Constitución de 
la República del Ecuador establece una 
serie de elementos primordiales relacio-
nados con la operación económica de 
los derechos.
a.	 En primer lugar, el artículo 275 de 

la Constitución plantea al Plan Na-
cional de Desarrollo (PND) como el 
texto que organiza la ejecución pre-
supuestaria de las políticas públicas, 
y cómo estas se manifiestan en un 
esquema de competencias organi-
zadas entre los diferentes niveles de 
Gobierno, definidos en los artículos 
261 a 265. La misma Carta Magna 
propone que el PND sea “obligatorio 
para el sector público e indicativo 
para el sector privado”. Ahora, ¿cuál 
sería el alcance de esa obligatorie-
dad?, esto es importante ya que si 
el artículo 3 de la Constitución de 
la República del Ecuador establece 
como deber primordial que la pla-
nificación del desarrollo nacional 
debe establecerse con algún tipo de 
metodología para que sea aplicada 
en términos prácticos. Más adelan-
te se analizará cuál es el alcance del 
PND en el marco de un mundo más 
complejo.
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b.	 En segundo lugar, el artículo 85 de 
la Constitución plantea que las polí-
ticas públicas son un mecanismo de 
protección de los derechos humanos 
y por lo tanto su formulación, ejecu-
ción, evaluación y control deberían 
tener una transversalidad de protec-
ción de las garantías fundamentales 
de las personas y la naturaleza. 

c.	 En materia económica, los artículos 
283 y 284 plantean los principios del 
sistema económico como social y 
solidario, reconociendo al ser huma-
no como sujeto y fin de este. En este 
sentido, la política económica está 
supuesta (al menos en teoría) para 
asegurar una adecuada distribución 
del ingreso y la riqueza nacional, la 
productividad y la competitividad. 
Esto solo puede ser sostenido me-
diante impuestos que están previstos 
en el artículo 300 de la Constitución 
como elementos de política eco-
nómica, los cuales buscan asegurar 
ingresos para que el Estado logre la 
ejecución de las políticas públicas. 
De su regulación y buen uso, a través 
de un sistema equilibrado, depende 
que el Estado sostenga el sistema 
de protección social (Burrows, 2010, 
pág. 70).

d.	 Todos estos elementos deberían es-
tar manifestados en el presupuesto 
general del Estado establecido en el 
artículo 292, que busca determinar y 

gestionar los ingresos y egresos del 
Estado.

Todas estas acciones políticas 
plantean la idea necesaria de sostenibi-
lidad del sistema económico para una 
adecuada gestión de los derechos. Estas 
deberían analizarse en función del con-
texto que estamos construyendo, del re-
sultado de las decisiones políticas, y los 
efectos de los últimos tres años de crisis 
y pandemia.

Las enormes brechas actuales se ven 

profundizadas por el crecimiento de 

las desigualdades entre países (a me-

dida que las naciones ricas vacunan 

a su población y logran una relativa 

normalidad), y a nivel interno dentro 

de estos, puesto que las personas más 

ricas de cualquier país han podido ca-

pear mejor la crisis económica gene-

rada por la COVID-19 (OXFAM, 2021).

En el contexto actual, en el que 
se deben prever nuevas mecánicas para 
la gestión de los derechos en el marco 
de un escenario de normalización de la 
dinámica de alejamiento de medidas sa-
nitarias más estructurales y permanentes 
para la “normalización de la operación 
social”, hay fenómenos globales como 
el desempleo, la informalidad laboral, 
la precariedad de los sistemas de salud, 
la gran inequidad social,  y el miedo al 
otro que parecen justificar cualquier ac-
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ción del Estado (García Uribe, 2021). En 
este sentido, hay tres posibles desafíos 
al constitucionalismo transnacional en 
la lucha contra las desigualdades estruc-
turales en escenarios postpandemia: un 
desafío teórico-normativo, uno estructu-
ral-funcional y político-pragmático. Estos 
serán los elementos conceptuales que 
guiarán el contenido de esta sección.

Postpandemia y legislación: el reto 
teórico-normativo

El sistema jurídico está diseñado 
para situaciones de normalidad (Fried-
man & Friedman, 1989). Trata de cubrir la 
mayor cantidad de situaciones y a la ma-
yor cantidad de sujetos con el objetivo 
de garantizar la seguridad jurídica para 
todos los involucrados. En un escenario 
como el de pandemia, se han generado 
una serie de normas exprofeso y regla-
mentaciones ad hoc con el objetivo de 
poder enfrentar la emergencia sanitaria y 
cubrir todas las necesidades tanto de su-
jetos como de sectores involucrados con 
la gestión de la bioseguridad, la cadena 
de recursos y aquellos escenarios de “pri-
mera línea”, muchos de los cuales llegan 
a superar los límites del sistema norma-
tivo (Ulloa Castrillón, 2020). En este sen-
tido la Corte Constitucional del Ecuador, 
como el resto de los organismos de úl-
tima instancia de control constitucional 
alrededor del mundo, se han enfrentado 
con el reto de poder exigir al poder legis-

lativo la emisión de normas de carácter 
general diseñadas para poder generar 
una proporcional limitación de derechos 
en un escenario de pandemia, y han re-
comendado la necesidad de generar un 
“régimen ordinario para la emergencia” 
(Cahueñas, 2021). 

Eso lleva a una reflexión relaciona-
da con los límites del control constitucio-
nal: ¿Es posible construir una dinámica de 
nuestro sistema a partir de la legalización 
de la limitación de derechos? La teoría de 
los derechos humanos implica que no, 
pero eso no está cubierto dentro de los 
esquemas del derecho internacional de 
los derechos humanos tradicional. Se pre-
vé que se puede utilizar a la norma como 
un mecanismo de poder expandir las pre-
rrogativas ciudadanas y no de limitarlas 
(Larroucau Torres, 2019). Pero eso sola-
mente puede funcionar en circunstancias 
de normalidad. Cuando la anormalidad, la 
movilidad y la fragmentación de los acon-
tecimientos se vuelve el escenario co-
mún, un derecho estable y protector de la 
dignidad humana desaparece y aparece 
una norma que busca el sostenimiento 
de la sociedad y el aseguramiento de la 
continuidad de la civilización sin tener en 
cuenta los costos colaterales del mismo 
(Azoulai, 2020, pág. 343). 

En ese sentido, el reto del cons-
titucionalismo internacional será poder 
generar normas capaces de sostenerse 
en un mundo de cambio incesante y 
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de velocidad fundamental, y al mismo 
tiempo mantener una serie de valores 
compartidos en un mundo en constante 
reconstrucción axiológica. Ese traslado 
de necesidades a escenarios interconec-
tados y globales donde las necesidades 
y los derechos se conciben desde la 
discusión constante de redes sociales, 
hace que la velocidad del Estado para 
poder construir normativa capaz de re-
gular esos nuevos escenarios sea menor 
y por tanto se pierda en empate con la 
realidad. Cualquier esfuerzo futuro en 
la construcción normativa sería para 
evitar una petrificación sistémica pro-
ducto de la incapacidad de poder cubrir 
las necesidades de una población en 
constante movilidad y cambio, y de un 
sistema político que no logra empatar 
con las necesidades ciudadanas (Taja-
dura Tejada, 2021). Esto no solamente se 
verá con la emergencia sanitaria: temas 
como el consumo de sustancias sujetas 
a fiscalización, la gestión de la vida y de 
la muerte en relación a eutanasia y abor-
to, así como las nuevas construcciones 
en relación al género y las afectividades 
demuestran la poca capacidad de adap-
tación a escenarios de cambio.

Postpandemia y jurisprudencia: el 
reto estructural funcional

El segundo reto que surge a par-
tir de la situación postpandemia va a ser 
el papel de las cortes constitucionales 

como escenarios de conflicto de situa-
ciones axiológicas y políticas en el plano 
normativo. Dada la incapacidad de los 
poderes legislativos para construir con 
celeridad normas que puedan resolver 
los conflictos político-morales, la gran 
mayoría de las grandes disputas se es-
tán resolviendo en los tribunales de más 
alto nivel en los distintos ordenamien-
tos jurídicos, tal como es el caso de las 
Cortes Supremas o en las Cortes Cons-
titucionales (Perry, 2009). Ahí es donde 
viene un primer problema a nivel de la 
legitimidad de estos organismos: ¿Has-
ta qué punto un número reducido de 
personas pueden interpretar de mane-
ra obligatoria una norma de forma que 
obliguen a los demás miembros de la 
sociedad? Ese riesgo de legitimidad exis-
tente puede llevar a una disminución de 
la legitimidad de las operaciones de la 
Corte Constitucional. En el caso ecuato-
riano, eso significó generar dictámenes 
recordando la necesidad de mantener 
mecanismos democráticos en el caso de 
gestión de desastres (Corte Constitucio-
nal, 2020).

En segundo lugar, debe analizar-
se si las decisiones de la Corte Constitu-
cional se vuelven unos actos de volun-
tad sea del Ejecutivo o de la propia Corte 
y no unas decisiones independientes. 
Esto sucede principalmente de acuerdo 
a la evidencia empírica i) funcionarios 
públicos, a saber, aquellos trabajan-
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do para el poder ejecutivo, demandan 
mayor inconstitucionalidad que cuan-
do lo hacen partidos no públicos; y ii) 
la mediatización de los casos judiciales 
(Castro-Montero & van Dijck, 2017, pág. 
394). En este sentido, en países donde 
no existe una tradición jurispruden-
cial y stare decisis sostenible, ¿cuál es la 
obligación real del precedente jurispru-
dencial?, ¿esto no llevaría a los jueces a 
confundir sus propias preferencias con 
los requerimientos de la ley? Estas dos 
interrogantes llevan también a una dis-
cusión sobre el papel de las Cortes a 
nivel de la estructura general de la inter-
pretación constitucional. 

Frente a alguno de estos casos 
que se califican como “terribles” o “inso-
lucionables”, por ejemplo, aquellos re-
lacionados a temas críticos, existen dos 
opciones. La primera es una especie de 
originalismo, tratando de asumir una lec-
tura exegética de la Constitución con el 
objetivo de mantener la regularidad del 
sistema normativo y su funcionalidad 
lógica. La segunda es el “evolucionismo”; 
dar la posibilidad a una teórica expan-
sión incesante de derechos a favor de los 
ciudadanos. Esta última decisión parece 
ser la aceptada en el caso ecuatoriano, 
en la que se solicita generar legislación 
expansiva a favor de grupos invisibili-
zados, como aquellos en situaciones 
de pandemia (Corte Constitucional del 
Ecuador, 2020b). 

La segunda opción parece la co-
rrecta en términos teóricos, pero debe 
tenerse en cuenta que la elevación de la 
realización personal a su nivel máximo 
en términos de derechos humanos debe 
considerarse en el marco de la protec-
ción de la estabilidad de las estructuras 
de sostenimiento social (Sonnicksen, 
2022), pero eso tiene sus límites. Ponga-
mos como ejemplo, el escenario de uso 
de mascarilla o de documentos de vacu-
nación obligatorios para el acceso a cier-
tos productos o servicios. Los derechos 
implícitos en la libertad y asegurados 
por una protección igual no son siem-
pre co-extensivos y pueden ser al final 
del día intrusivos en su significado y su 
alcance para los ciudadanos y, en conse-
cuencia, llegar a un conflicto irresoluble 
(Hostovsky Brandes, 2020, pág. 68).

Esto lleva a una reflexión final: 
la concepción final del sistema judicial 
no es reconocer la concepción de la 
mayoría. Se basa en la protección espe-
cialmente de aquellos que viven en los 
márgenes de la sociedad y que tienen 
incapacidad de poder acceder a sus de-
rechos producto de discriminación, re-
cursos, o elementos de contexto social. 
Una acumulación de poder en los siste-
mas de control constitucional muestra el 
vacío de nuestros sistemas democráticos 
que deberían ser capaces de poder re-
solver esos problemas a través de las ins-
tituciones diseñadas para discutir, y po-
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ner en práctica una legislación debatida 
con el más amplio margen de maniobra 
democrática. Este debate se pone en evi-
dencia en las prohibiciones de la Corte 
ecuatoriana, al impedir tener en cuenta 
el factor económico como un medio de 
limitación de Derechos (Corte Constitu-
cional del Ecuador, 2020c). 

En suma, los profundos cambios 
sociales que se están viviendo alrededor 
del mundo están siendo resueltos desde 
las instancias de control constitucional 
o las altas cortes. Esto genera un esce-
nario en el cual un grupo reducido de 
personas toma el control máximo de las 
decisiones que deberían establecerse a 
través de un sistema de gobierno demo-
crático. Esa situación no debería volverse 
la normalidad, empero muestra la inca-
pacidad del sistema político para poder 
generar un debate amplio, pacífico y 
técnico para resolver estos asuntos. Esto 
deberá ser manifestado en la forma de 
políticas públicas, cosa que será materia 
de la próxima sección

Postpandemia y políticas públicas: 
el reto político pragmático

La solución organizada de los 
problemas públicos, que es la definición 
más clásica de una política pública, se ha 
visto redefinida en términos de la última 
emergencia sanitaria. La capacidad de un 
único acontecimiento para poder rom-

per la estructura de recursos y servicios 
que ofrece el Estado, así como la ejecu-
ción de soluciones coordinadas, han roto 
todo concepto de desempeño público 
(Martínez-González, Moreno-Altamirano, 
Ponce-Rosas, Ai, & Urrutia-Aguilar, 2011) 
y han sido iniciadoras de múltiples fallos 
catastróficos. 

Por ejemplo, analicemos la situa-
ción de la última emergencia carcelaria 
sucedida en Ecuador entre 2021 y 2022. 
A diferencia del resto de la población, 
las personas privadas de la libertad tu-
vieron 11 meses de aislamiento social, 
al contrario del resto de la población 
que solo tuvo tres, como consecuencia 
de sucesivas decisiones de aislamiento 
producto de la violencia en los diferen-
tes centros de privación de la libertad 
(Kaleidos, UDLA, 2021). Esto generó un 
aumento de la tensión en el sistema car-
celario que, unido a las diferentes diná-
micas del crimen organizado, el aumen-
to de los precios y del costo de la vida 
para las personas dentro de las cárceles 
ecuatorianas, degeneró en un aumento 
de control de los grupos delincuenciales 
organizados y en una profundización de 
la violencia.

Ese escenario de “proceso o insti-
tución con debilidad sistémica + pande-
mia = incapacidad de asegurar derechos” 
se ha repetido en una serie de sectores 
de la economía estatal a nivel mundial. 



46

GARANTÍA DE LOS DERECHOS HUMANOS EN UN MUNDO VOLÁTIL: 
ADMINISTRACIÓN Y CONSTITUCIÓN ECONÓMICA ECUATORIANA EN 
UNA “EMERGENCIA PERMANENTE”

La incapacidad de poder asegurar que 
las acciones del Estado son garantía 
de derechos hace imposible que cual-
quier norma, por más ajustada al siste-
ma jurídico y controlada por una Corte 
Constitucional, pueda dar un resultado 
regulatorio eficaz a favor de los ciudada-
nos (Téllez Garzón & Guerrero Salgado, 
2019). Ese es el reto más importante para 
los operadores jurídicos: deben generar-
se una serie de preceptos de naturaleza 
constitucional que habiliten, orienten, y 
limiten la acción económica del Estado; 
pensando que su actuación debe ase-
gurar una serie de elementos esencia-
les que permitan configurar el sistema 
económico para la protección de los 
derechos humanos, pueden demostrar-
se reglas de coordinación y limitaciones 
de la actividad económica en escenarios 
de emergencia; para que, finalmente, se 

establezcan una serie de reglas de com-
portamiento de los agentes públicos y 
privados para la actuación coordinada 
en términos de emergencia.

Ante la complejidad de la dinámi-
ca social de los Estados, y la imprescin-
dible lógica de que sin recursos econó-
micos es imposible generar un sistema 
regulatorio que tenga elementos ope-
rativos que puedan manifestarse en el 
mundo real (De Silva, 2020), una de las 
principales respuestas para un mundo 
postpandemia e incierto es la genera-
ción de un modelo o sistema en estruc-
tura económico y social que logre unifi-
car los diferentes componentes jurídicos 
y técnicos, así como los mecanismos psi-
cológicos y decisionales que caracteri-
zan la actividad humana. Los elementos 
básicos para esa nueva dinámica serán 
materia de la siguiente sección.

CONSTITUCIÓN ECONÓMICA: CONSTRUCCIÓN DE 
DERECHOS “CON DIENTES”

Tomando en cuenta la volatilidad 
e inestabilidad de las construcciones 
normativas desarrolladas en los acápites 
que anteceden, resulta imperioso ana-
lizar la construcción de derechos des-
de el ámbito constitucional sin caer en 
los problemas prácticos del “problema 
maldito” o degenerar en un vaciamiento 
constitucional, quedando obsoleto el 

deber ser de las normas positivas.
En este contexto, los marcos nor-

mativos emergentes han demostrado 
ser ineficientes para atender los conflic-
tos de la realidad social en observancia 
de los derechos constitucionalmente 
protegidos. Esta alta carga dogmática 
de las constituciones modernas ha im-
pedido que se adapten a las constantes 
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reconstrucciones sociales y axiológicas 
que ha exigido la realidad generando 
una disonancia entre los preceptos cons-
titucionales, las prácticas sociales y los 
discursos institucionales.

Dentro del ámbito de la emer-
gencia sanitaria del SARS-CoV-2, resulta 
imperiosa la necesidad de replantearse 
la configuración del poder como un ele-
mento distintivo del imperium del Estado 
en función de la protección de los dere-
chos fundamentales. Bajo esta lógica, la 
limitación del ejercicio de potestad esta-
tal obliga a la Constitución a plantear: i) 
limitantes para el sistema económico; y, 
ii) marcos de actuación aceptables para 
los agentes públicos y privados.

Al respecto de los limitantes al 
sistema económico estos obedecen a 
la conceptualización clásica de constitu-
ción económica devenida de la línea de 
pensamiento ordoliberal de Kant y Von 
Hayek. Esta se fundamenta en una se-
rie de restricciones constitucionales del 
poder estatal para generar marcos de 
protección a la libertad económica y a 
las condiciones básicas de bienestar (Bui, 
2019) en observancia al contenido dog-
mático que guía y orienta la estructura el 
marco constitucional de derechos.

En el Ecuador, el concepto de 
constitución económica ha sido volátil 
y poco estructurado (Vintimilla, 2015) a 
lo largo de su vida republicana. Con la 

Constitución de 2008, el artículo 283 es-
tablece un sistema económico de carác-
ter social y solidario llegando a apegarse 
a las concepciones europeas acerca del 
incipiente intervencionismo del Estado 
sobre la estructura social. 

Esto ha permitido determinar la 
identidad económica del Estado en fun-
ción de la legitimación de los discursos 
garantistas y las instituciones no econó-
micas generadas dentro de la misma. En 
este sentido, la generación y reconoci-
miento de principios económicos per-
miten establecer límites claros y viables 
para el ejercicio de derechos (Bui, 2019).

Esta reconstrucción de la cons-
titución económica implica un proceso 
de desarrollo socio económico sobre los 
derechos fundamentales, su clasificación 
y su transversalidad dentro del Estado de 
derechos y justicia considerando las ra-
zones económicas, sociales y culturales 
como parte de un discurso orientado 
hacia el desarrollo económico, sin dejar 
de lado la naturaleza garantista de la 
Constitución.

Por otra parte, una constitución 
económica consolidada en razones y 
principios económicos puede determi-
nar el grado de intervención o no del 
Estado sobre los actores económicos, 
en función de la incidencia que estos 
puedan tener dentro del mercado. Por 
ejemplo, las regulaciones sobre bases y 
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techos para insumos médicos durante 
la emergencia sanitaria producida por el 
SARS-CoV-2 tanto para el sector público 
como para el privado, han representado 
una intromisión emergente del Estado 
en las relaciones socioeconómicas para 
intentar garantizar el acceso al derecho 
a la salud en el contexto de la pandemia.

Ahora bien, bajo las condicio-
nes de volatilidad de la realidad social, 
la constitución económica puede ser 
instrumentalizada para la denegación 
de derechos fundamentales bajo el pre-
cepto de lograr una estabilidad financie-
ra para morigerar los efectos de la crisis 
(Micklitz, 2020). La emergencia sanitaria 
del SARS-CoV-2 ha demostrado la vul-
nerabilidad de los sistemas jurídicos tra-
dicionales, por cuanto ha separado a la 
sociedad de forma medular llegando a 
propiciar el uso de tecnologías necropo-

líticas para la contención de la emergen-
cia (Mbembe, 2019).

En este sentido, la indebida con-
figuración de la constitución económica 
como un instrumento de control sobre 
los derechos fundamentales de los ciu-
dadanos puede generar no espacios 
(Agamben, 2020) dentro de las institu-
ciones legalmente reconocidas, norma-
lizando los regímenes de excepción a 
partir de un fundamento estrictamente 
económico orientado a la protección del 
modelo socioeconómico del Estado. La 
consolidación de derechos fundamen-
tales mediante la reestructuración de la 
constitución económica implica un es-
fuerzo de integración sobre la norma po-
sitiva y la realidad social, a través planes 
de intervención estatal que garanticen el 
ejercicio de los derechos fundamentales 
de los individuos (Micklitz, 2020).

POLÍTICAS PÚBLICAS

Ahora bien, tal como se ha desa-
rrollado en los acápites que anteceden, 
la consolidación entre la realidad social 
y los marcos normativos debe realizarse 
a partir de la política pública, el marco 
normativo positivo, así como los límites 
estructurales del ejercicio económico 
del Estado en función de la protección 
de los derechos fundamentales de los 
ciudadanos como instrumentos operati-

vos que se manifiestan en el mundo real 
(De Silva, 2020).

Este tipo de construcciones no nor-
mativas obedece al cambio de paradigma 
social en función de los cambios incesan-
tes que presenta la realidad, procurando 
mantener un marco común de valores 
compartidos en función de los intereses 
sociales expresados en la Constitución. Es-
tos preceptos emergentes de gestión de-
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ben formularse de manera integral (Scott, 
Martin, Wiener, Ellen y Burton, 2020).

Este diseño de políticas públicas 
tradicionalmente pone en colisión de-
terminados derechos que pueden o no 
ser garantizados en función de la cons-
titución económica del Estado, llegando 
a ser meras expectativas sobre el acceso 
a un servicio determinado, sobre un de-
recho prestacional constitucionalmente 
reconocido generándose una vulnera-
ción sistémica a sus derechos funda-
mentales. Por ejemplo, la denegación de 
las condiciones mínimas para garantizar 
el acceso al derecho a la salud implica 
una vulneración al derecho a la vida y a 
la integridad personal.

Al respecto, el diseño de la políti-
ca pública implica una participación di-
námica de diversos actores sociales que 
poseen distintos intereses sobre un tema 
común (van Buuren, Lewis, Peters, Voor-
berg, 2020). En este sentido, se generan 
expectativas de carácter social en cuan-
to el Estado es el garante y principal pro-
veedor de prestaciones dentro del con-
texto de los derechos fundamentales.

En este contexto, las políticas 
públicas no son cuerpos normativos de 
carácter positivo que obedezcan a una 
configuración kelseniana de la norma. 
La política pública implica un sistema 
estructurado de instituciones, prácticas, 
normas y tecnologías que permitan so-
lucionar necesidades sociales en función 

de la realidad social (van Buuren et. al., 
2020), en observancia de la constitución 
económica de un país.

A nivel regional, es imposible ha-
blar sobre una praxis homologada sobre 
el diseño y funcionamiento de la políti-
ca pública por cuanto cada país posee 
una heterocomposición institucional 
que dista conceptual y funcionalmente, 
como ejemplo: la Constitución, la políti-
ca fiscal, la capacidad administrativa y los 
bienes jurídicos sociales. Esto ha llevado 
a determinar un orden de prioridades al 
respecto de la protección y limitación 
de derechos fundamentales de los indi-
viduos, evitando la inacción del Estado 
(McConnell y Hart, 2019) ante vulnera-
ciones sistémicas.

Bajo esta lógica, la política pública 
debe responder de forma directa a la con-
servación de los derechos de los ciudada-
nos dentro de un marco axiológico común 
que permita establecer un tratamiento 
prioritario a la protección de la dignidad 
humana, sin que esto implique un detri-
mento funcional al sistema económico fis-
cal del Estado (Bui, 2019), estableciendo un 
límite consciente a los recursos económi-
cos existentes para una gestión responsa-
ble sobre la emergencia sin que se permita 
la generación de no espacios (Agamben, 
2020) dentro del tejido social.

Para lograr este cometido, ante 
la volatilidad de las relaciones socia-
les durante la emergencia sanitaria del 
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SARS-CoV-2, el Estado debe consolidar 
un marco comunicacional sólido sobre 
la gestión de la emergencia y la protec-
ción de derechos evitando la generación 
de marcos normativos paralelos que 

afecten a la institucionalidad e identidad 
constitucional del Estado (Larroucau To-
rres, 2019), y evitar, por ejemplo, la exis-
tencia de varios voceros con discursos e 
intereses contrapuestos. 

COMUNICACIÓN POLÍTICA E INSTITUCIONAL              
DE LA CONSTITUCIÓN

Ahora bien, algunos de los retos 
más grandes a los que se enfrentan los 
Estados constitucionales modernos son 
la comunicación política y la institucio-
nalidad constitucional que estos poseen. 
En primer lugar, la comunicación política 
ha tenido que verse adaptada a nuevos 
segmentos poblacionales en función de 
las nuevas tecnologías generando varios 
conflictos sobre el manejo y gestión de 
información de la actividad oficial del Es-
tado o sus funcionarios principales (Bo-
tero, 2006); y, en segundo lugar, el ma-
nejo comunicacional de la Constitución 
y su catálogo de derechos.

En este sentido, la acción comu-
nicacional de los gobiernos en general 
responde a lo público en relación a las 
actuaciones inherentes de los ciudada-
nos y los colectivos dentro de la realidad 
social (Botero, 2006), por lo cual, la co-
municación debe ser un proceso políti-
co activo que permita a los ciudadanos 
tener representatividad dentro de las 
construcciones colectivas en función de 

la naturaleza simbólica del acto comuni-
cacional.

En los últimos años, la comuni-
cación per se ha sufrido varios cambios 
en relación a la acción comunicacional. 
Esto ha permitido la incorporación e 
institucionalización de prácticas orien-
tadas a las nuevas tecnologías de co-
municación, sobre todo de plataformas 
digitales como medios de comunicación 
oficiales de la administración pública 
(Marcos-García, Doménech-Fabregat y 
Casero-Ripollés, 2020). 

La implementación de nuevas 
tecnologías dentro de la comunicación 
política obedece a la naturaleza indis-
pensable de las redes sociales dentro del 
tejido social (Plantin & Punathambekar, 
2019), por cuanto representan una for-
ma de acceso directo y “transparente” a 
la información de la administración pú-
blica en función del acceso a la informa-
ción como una garantía constitucional 
y normativa. En este sentido, las redes 
sociales se han constituido como un 
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núcleo estructurado de los procesos de-
mocráticos y políticos en función de los 
hábitos de consumo de información por 
parte de los ciudadanos (Gil de Zúñiga, 
et al., 2021), transformando la dinámica 
comunicacional dentro del Estado.

Estos procesos se han visto 
abruptamente interrumpidos durante 
el contexto de la emergencia sanitaria 
generada por el SARS-CoV-2 llegando a 
convertir la información en un bien pre-
ciado para la sociedad (Castillo-Esparcia, 
Fernández-Souto & Puentes Rivera, 2020) 
y forzando a los gobiernos a establecer 
mecanismos y canales comunicaciona-
les de carácter institucional para man-
tener un flujo de información constante 
y veraz sobre la situación sanitaria que 
afronta el Estado.

En este orden de ideas, el Estado 
es el principal responsable de generar 
una política de manejo de información 
que evite la generación de bulos y desin-
formaciones en función de la gestión de 
la emergencia sanitaria y la protección 
de derechos (Ayala & Sáez, 2019). Este 
manejo responsable de la información 
por parte del Estado debe realizarse en 
función de la protección y garantía de 
los derechos de los ciudadanos sin llegar 
a ser convertida en un instrumento de 
control biopolítico (Chul Han, 2020).

Al respecto de esta instrumenta-
lización de la información, es necesario 
que los estados generen un afianza-
miento sobre el catálogo de derechos 
que posee la Constitución, mediante la 
efectivización de políticas públicas den-
tro de los contextos emergentes. Esto 
implica una especial responsabilidad del 
Estado de respetar y garantizar los de-
rechos fundamentales, aun cuando por 
necesidad operacional de la emergencia 
se vea obligado a suspender derechos y 
garantías.

Esta institucionalidad, debe obe-
decer a la estructura y contenido dog-
mático de la Constitución, generando 
medidas temporales de carácter excep-
cional que se encuentren plenamente 
delimitadas y determinadas para evitar 
una arbitraria expansión del imperium 
no normado del Estado. En el Ecuador, 
este fenómeno ha sido particularmente 
individualizado en las actuaciones cons-
titucionalmente paralelas del Centro de 
Operaciones de Emergencias (COE) que 
han pretendido normalizar un marco 
de actuación excepcional, dirigido a mi-
tigar los efectos de la pandemia, como 
una atribución directa de competencias 
constituyéndose en un abuso manifiesto 
de los regímenes de emergencia (Dri-
nóczi, 2020).
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CONCLUSIONES

La realidad social se encuentra 
en un constante proceso de cambios 
que alteran las estructuras normativas 
que tradicionalmente se han considera-
do consolidadas dentro de los Estados 
de Derecho. Esto ha provocado que las 
constituciones altamente dogmáticas 
sufran de un proceso de petrificación 
normativo a gran escala que inutilice y 
comprometa la efectividad de dichas 
normas para cumplir con necesidades y 
expectativas sociales constantes.

En este sentido, la gestión públi-
ca debe responder a los nuevos plantea-
mientos de carácter normativo y prácti-
co que permita mantener una serie de 
valores ante una incesante mutabilidad 
de las construcciones axiológicas que 
han determinado el funcionamiento o 
no del ordenamiento jurídico de carácter 
positivo imperante.

La emergencia sanitaria del 
SARS-CoV-2 ha puesto en evidencia las 
falencias de los modelos normativos, la 
institucionalidad constitucional y la co-
municación política de los Estados, ello 
en función de la incapacidad de los mis-
mos de responder ante la emergencia 
desde los marcos normativos preexis-
tentes. Bajo esta lógica, la normalización 
de la excepcionalidad ha permitido a la 
administración pública generar no espa-
cios (Agamben, 2020) de interacción so-

cial en función de la denegación expresa 
de condiciones de vida a los ciudadanos 
(Mbembe, 2019) para precautelar el or-
den económico y social de los Estados.

Es necesario replantearse la exis-
tencia de la constitución económica 
como un límite efectivo a las actuacio-
nes estatales en virtud de la garantía y 
protección de derechos fundamentales, 
sin que esto implique poner en juego la 
estabilidad financiera del Estado (Mic-
klitz, 2020) ante la incipiente volatilidad 
y complejidad de las interacciones socia-
les en el ámbito de la emergencia.

La poca adaptabilidad de los Esta-
dos a la incertidumbre ha generado una 
suerte de precarización a la instituciona-
lidad de la Constitución, por cuanto ha 
requerido tomar acciones extraordina-
rias como parte de un proceso de nor-
malización legitimado por la estrategia 
comunicacional política de turno. Esta 
falta de adaptabilidad de las instituciones 
a las emergencias se ha evidenciado en 
la pobre estrategia comunicacional en 
los canales oficiales, llegando a generar 
bulos y desinformaciones (Ayala & Sáez, 
2019) como formas de legitimación de 
utilización de normas emergentes para 
morigerar los efectos de la pandemia.

Los factores previamente men-
cionados han permitido la instrumenta-
lización de los derechos fundamentales 
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dentro de contextos económicos para 
legitimar marcos normativos excepcio-
nales, permitiendo generar un sistema 
necropolítico que ocasione una dege-
neración axiológica de la Constitución 
(Guerrero Salgado & Rodríguez Estévez, 

2022), por cuanto la prioridad máxima 
del Estado es la estabilidad financiera 
sin perjuicio de los derechos de los ciu-
dadanos, perpetuando la incertidum-
bre sobre la protección y garantía de los 
mismos.
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